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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA, contra la sentencia proferida por el Juez Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada frente a la Fiscalía 12 Local de Quinchía (Rda.).
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor QUINTANA ESTRADA, se pueden sintetizar así:  (i) En septiembre 20 de 2013 denunció a ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO por injuria, daño a su reputación y encubrimiento, que fue radicada ante la Fiscalía 12 Local de Quinchía (Rda.) donde solicitó que lo representara un abogado de oficio por no contar con recursos para contratar uno, lo que reiteró por petición de marzo 22 de 2014; (ii) en septiembre 15 de 2015 el fiscal JHON JAIRO ARIAS pidió la preclusión del proceso y por parte del Juzgado Único Promiscuo de Quinchía se le informó que se señaló como fecha para ello en septiembre 22 de 2015, sin designársele el profesional requerido, por lo cual no se realizó la diligencia; (iii) el juzgado fijó nueva fecha para octubre 01 de 2015 la que suspendió la juez por no contar con apoderado; (iv) se le hizo entrega del escrito preclusivo y observa que a la denunciada se le nombró un togado de la Defensoría del Pueblo pero a él se le ignoró al respecto; (v) se le acosa para que asista a la audiencia sin defensa y sin las garantías de que debe estar rodeado el trámite, lo que le ha causado múltiples perjuicios, y (vi) el Juzgado le notifico como nueva fecha para abril 8 de 2016, pero no le dice si le asignó abogado ni esquema de seguridad para su traslado, pues ha recibido graves amenazas de muerte que ponen en riesgo su vida, por lo que la tutela se hace necesaria para evitar un perjuicio irremediable con el fin de poner fin al acoso psicológico de que es víctima por la Fiscalía 12 Local y el fiscal JHON JAIRO ARIAS RÍOS.
Pidió como pretensiones las siguientes: (i) se cancele la diligencia fijada para abril 8 de 2016 ante el despacho mencionado; (ii) que no se programen más audiencias de preclusión dentro del proceso por injuria que se adelanta contra ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO hasta que se le nombre un abogado de la Defensoría del Pueblo que garantice sus derechos y se le asigne un esquema de seguridad para sus traslados; y (iii)  que la Fiscalía 12 Local y el fiscal JHON JAIRO ARIAS le indemnicen los perjuicios.
La acción de amparo le correspondió al Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira en marzo 29 de 2016, quien la remitió vía electrónica por competencia al Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), cuyo titular en marzo 30 se declaró impedido y trasladó la actuación al Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, donde igualmente la funcionaria manifestó su impedimento por auto de abril 5 para conocer la misma, por lo que la envió a su homólogo de La Virginia (Rda.), quien finalmente asumió el conocimiento del asunto en abril 15 de 2016.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela, el a quo corrió traslado a la Fiscalía 12 Local de Quinchía (Rda.) y vinculó a la titular del Juzgado Promiscuo Municipal de esa misma localidad, quienes al respecto manifestaron:
- El Dr. JHON JAIRO ARIAS  RÍOS, Fiscal 12 Local de Quinchía, hace alusión a las diversas actividades desarrolladas dentro de la investigación que allí se tramita por injuria, y expresa que verbalmente le ha dicho al denunciante que si existen otros delitos debe denunciarlos, pero al parecer hace caso omiso y en lo relativo a la calidad de víctima, informa que tal calidad se determina en la formulación de acusación al establecerse que el sujeto ha sufrido algún daño, lo que hasta ahora no se ha verificado.

Expresa que en la inicial audiencia de preclusión se dejó constancia que no se le designaba apoderado de víctima al señor QUINTANA ESTRADA por no estarse en la formulación de acusación, pero en atención a la orden de la juez se le nombró al abogado BERNARDO DE JESÚS quien se abstuvo de aceptar por denuncia que el ahora accionante le interpuso y no obstante que se pidió asignación a la Defensoría del Pueblo, se señaló que ésta no procedía, por lo cual le eligió otro jurista para que lo asista.

Estima que no se ha vulnerado los derechos del actor, al no haberse efectuado audiencia de preclusión y por ende la juez no ha valorado elementos probatorios, máxime que de adoptarse tal decisión ésta puede ser objeto de los recursos de ley.  
- La Dra. LUZ MARINA CASTAÑO GALLEGO, Juez Promiscuo Municipal de Quinchía (Rda.), señala que la fiscalía presentó solicitud de preclusión dentro del proceso por injuria seguido contra ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO, la que fue fijada para septiembre 22 de 2015 de lo cual se le informó lo pertinente al señor QUINTANA ESTRADA, pero se aplazó a petición de éste, señalándose nuevamente en otras oportunidades -octubre 23, noviembre 26 de 2015, febrero 19 de 2016 y abril 8 de 2016- mismas que no se llevaron a cabo por cuanto el señor QUINTANA adujo tener quebrantos de salud o no contar con abogado que lo representara.

El Fiscal 12 Local comunicó que designó al Dr. ROSEMBERG HIDALGO DÍAZ para que asista los intereses del acá accionante y por ende se fijó como nueva fecha para la sustentación de la preclusión en mayo 4 de 2016, siendo enfática en referir que el señor QUINTANA ha sido notificado de todas las fechas fijadas, sin que ello sea un “acoso”, sino el cumplimiento de las funciones de su cargo, y la diligencia no se ha realizado precisamente por garantizarle sus derechos.  Pide su desvinculación del trámite.

3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de abril 27 de 2016 y dentro del plazo constitucional, el a quo profirió sentencia en la que negó por improcedente la tutela incoada por el señor QUINTANA ESTRADA al observar que la calidad de víctima solo se determina en sede de formulación de acusación y acá lo que se reclamó fue una solicitud de preclusión, por lo que no tendría por qué otorgársele abogado, pero no obstante ello, las actuaciones de la fiscalía han sido más que garantistas y para el efecto ya se le nombró un togado que lo represente, sin que exista fundamento alguno para asignarle esquema de seguridad al actor.

4.- IMPUGNACIÓN

El señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA, sustenta su disenso en un extenso y farragoso escrito del que se extraen lo siguiente: (i) el a quo desconoció los derechos afectados, e incumple con su deber de administrar justicia al dejar en la impunidad el delito de injuria cometido por ANA DE JESÚS FLÓREZ; (ii) la policía nacional conoce su situación y por eso le brinda protección en Irra lo que prueba el grave riesgo de ser asesinado o desaparecido; (iii) El trámite de preclusión no está rodeado de garantías legales, pues se le niega el derecho a la defensa al no notificársele quién es su apoderado ni éste haberse comunicado con él, ya que el escogido no tiene tiempo de asistirlo al no comparecer a la audiencia de mayo 4; (iv) la designación del abogado ROSEMBERG HIDALGO DÍAZ es solo para que se configure un hecho superado y la acción se torne improcedente, pero hasta abril 8 de 2016 no le había sido nombrado, por lo que sus derechos le fueron conculcados; (v) está demostrada su calidad de afectado al sufrir daños en su vida, pérdidas laborales y económicas ocasionadas por ANA DE JESÚS FLÓREZ, además de estar incluido como víctima de acto terrorista y amenaza; (vi) las investigaciones que solicitó el fiscal en su contra son para callarlo y paralizar sus denuncias y por ello pide se adopten medidas cautelares en su favor para sus desplazamientos a las diligencias judiciales en Quinchía, pues por las acciones judiciales emprendidas ha sido objeto de intimidaciones de muerte; (vii) la tutela no está dirigida contra decisiones judiciales como tampoco para que se impida la preclusión, sino que se le brinden garantías; (viii) la escogencia del jurista fue realizada luego de interponer la tutela, lo que demuestra que no existe voluntad para que cuente con defensa, sino  cumplir con un requisito para declararla improcedente; (ix) la tutela es el único medio para la protección de sus derechos pues las investigaciones adelantadas por la Fiscalía 12 no conducen al esclarecimiento de la verdad y la petición preclusiva es producto de la inercia investigativa, tendiente a que perdure la impunidad; (x) la actuación no están ceñidas al ordenamiento jurídico sino al capricho de la fiscalía, donde se persigue precluir las investigaciones, y (xi) está en inminente riesgo de ser asesinado como fundamento para su esquema de seguridad.  

Reclama se amparen sus derechos fundamentales, se le asigne un abogado de la Defensoría del Pueblo que vele por sus derechos y se ordene al Estado a adoptar medidas para proteger su vida e integridad personal durante sus desplazamientos para asistir a las diligencias, por encontrarse en riesgo.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.), de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto negó el amparo reclamado por el señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Frente a las pretensiones que hace el accionante debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005, la H. Corte Constitucional indicó: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

De igual modo, han sido varias los pronunciamientos en los cuales la H. Corte Suprema de Justicia en Sala de Decisión de tutelas
 , ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:
“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de URBANO BERRERA se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” 

En la sentencia de tutela proferida por la Sala de Casación Penal, con radicación 79314 de mayo 6 de 2015, también se sostuvo que el juez constitucional no puede intervenir cuando está en curso un proceso, y concretamente se dijo: 

“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración. 

Las críticas puestas de presente constituyen un aspecto ajeno al ámbito de injerencia del juez de tutela, que se limita a ejercer un control constitucional, pero de ninguna manera extensivo al acierto de las instancias, pues la acción de amparo ha sido instituida para garantizar la indemnidad de los derechos fundamentales, pero no constituye una instancia adicional o paralela a la de las autoridades competentes. 

En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso. 
Al interior de dicho diligenciamiento, los accionantes podrán ejercer todas las potestades que la ley les confiere para satisfacer su pretensión, a través de los mecanismos ordinarios con que cuentan, tales como las solicitudes de nulidad, el ejercicio de los medios de impugnación, etc. 

En consecuencia, al existir un escenario natural de discusión sobre el asunto sometido al conocimiento del juez constitucional, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el artículo 6-1 del Decreto 2591 de 1991.”

Coetáneamente, en el radicado 79930 de mayo 28 del presente año, la misma Alta Corporación recalcó lo siguiente respecto a la no procedencia de la tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios: 

“La Sala ha sostenido de tiempo atrás que no puede interponerse la acción de tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios, pues el amparo se concibió para suplir la ausencia de éstos y no para desconocerlos, por tanto, no es viable considerarlo un medio alternativo o paralelo de defensa al cual acudir para enderezar actuaciones jurisdiccionales supuestamente viciadas. 
También ha reiterado que excepcionalmente el instrumento constitucional puede ejercitarse para demandar la protección de un derecho fundamental que resulta vulnerado, cuando en el curso de un proceso el funcionario judicial actúa o decide de manera arbitraria, o en aquellos eventos en los cuales sus decisiones son emitidas desbordando el ámbito funcional o en forma manifiestamente contraria al ordenamiento jurídico; pero bajo la condición de que en tales circunstancias el afectado no disponga de otro medio judicial idóneo para defender la vigencia de sus derechos constitucionales. 

De lo anterior, surge evidente que la interpretación ponderada de los jueces al resolver un asunto dentro del ámbito de su competencia, pertenece a su autonomía como administradores de justicia y no puede controvertirse a través de una acción de amparo; mucho menos si en contra de sus determinaciones se interpusieron los recursos ordinarios y éstos fueron resueltos negativamente, pues el instrumentos constitucional no se erige como una instancia adicional para exponer nuevamente la razón del disenso.”

De lo anterior se puede inferir válidamente que al encontrarse actualmente en curso la indagación que sigue la Fiscalía 12 con ocasión de la denuncia formulada por el señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA en contra de la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO por la conducta de injuria, es en el interior de dicho asunto donde se deben ventilar las vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que ahora reclama, por cuanto: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
. 

Y es que si bien la Fiscalía elevó solicitud de preclusión en favor de la señora FLÓREZ GUERRERO, de conformidad con lo expresado por el fiscal accionado, así como por la titular del Juzgado Promiscuo Municipal de Quinchía (Rda.), tal diligencia no ha logrado perfeccionarse por cuanto al señor ALFONSO QUINTANA no le ha sido designado un abogado que lo represente en la misma.

Tal circunstancia fue la que motivó al accionante a pedir la protección de su derecho fundamental a obtener una defensa técnica en el proceso donde funge como víctima al estimar que viene siendo quebrantado por la Fiscalía 12 Local, pero como él mismo lo refiere, por parte de ese despacho se nombró al letrado ROSEMBERG HIDALGO DÍAZ para que lo asista en la referida diligencia, la que aún no se ha realizado. Y así ha sido porque no por situaciones imputables al juzgado ni a la fiscalía, sino por buscar la protección del derecho que tiene el afectado de comparecer a la audiencia de preclusión para que en esa sede se pronuncie respecto de los pedimentos del órgano persecutor.

Pese a la insistencia del actor QUINTANA ESTRADA para que tal nominación recaiga en un abogado de la Defensoría del Pueblo, debe reiterársele, lo que muy seguramente ya se lo ha hecho saber la Juez Promiscuo Municipal y el Fiscal 12 Local de Quinchía, que para la prestación de los servicios de representación judicial por parte de esa entidad, se debe acatar el marco legal establecido para tal efecto
, dentro del cual no se halla la situación esgrimida por él, en tanto es claro que la actuación dentro de la cual pide tal asistencia profesional obedece a un delito querellable -injuria- contemplado en el canon 220 C.P., y el actor no cumple ninguna de las exigencias aludidas, ya que si bien no solo en ésta sino en otras acciones de tutela que ha impetrado siempre alude a que es víctima de terrorismo y amenazas, por lo que fue incluido en el Registro de la Unidad de Víctimas, esa mero hecho no lo hace merecedor a que la Defensoría le designe uno de sus profesionales, como quiera que el proceso adelantado nada tiene que ver con esa circunstancia.
Así mismo y como así fue claro el a quo, es en la audiencia de formulación de acusación donde se efectúa el reconocimiento de víctimas en el proceso penal -conforme al art. 340 C.P.P.-  momento a partir del cual se adquiere tal calidad, situación que en este asunto no se observa, ya que la actuación se encuentra en su fase de indagación, evento en el que igualmente procede la solicitud de preclusión elevada por el delegado fiscal.

Ahora bien, de acuerdo a lo informado en este asunto, se evidencia que por parte de la Fiscalía ya se designó al abogado ROSEMBERG HIDALGO DÍAZ para que represente los intereses del actor en el curso del trámite, sin que por el hecho de la inasistencia de éste a la audiencia programada por el juzgado para mayo 4 de 2016, o por no haber tenido aún diálogo con el señor QUINTANA ESTRADA, deba ser deslegitimado o relevado, pues será en el curso de la diligencia convocada donde se podrá ejercer las facultades que el ordenamiento jurídico le otorga.

Mucho menos puede pretender el señor QUINTANA utilizar esta acción para que se suspenda un procedimiento que se encuentra reglado en el ordenamiento jurídico -art. 331 C.P.P.- y que por ende implica la obligatoriedad de la Juez Promiscuo Municipal de Quinchía (Rda.) para su realización, con fundamento en el simple hecho de no estar conforme con la demanda de la Fiscalía de precluir la indagación, en tanto allí tendrá la posibilidad de intervenir e interponer, por medio de su apoderado, los recursos que a bien considere respeto a la decisión que se llegare a proferir.

Como podemos ver, es evidente que no es la acción constitucional la llamada a resolver el asunto problemático puesto de presente por el señor ALFONSO QUINTANA, sino que éste debe ser resuelto en el interior de la indagación por injuria con ocasión de la denuncia que interpuso contra la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO, por lo que en ese sentido, como así lo destacó el a quo, la tutela se torna improcedente.
En cuanto a la solicitud para que se le brinde un esquema de seguridad. Tal situación ha sido reclamada ante esta misma Corporación por el señor ALFONSO QUINTANA en diversas acciones de tutela
 que le han sido desfavorables, pero aun así insiste en tal pretensión, por lo que respecto a dicho tópico se observa temeridad por parte del actor al procurar que distintos jueces constitucionales se pronuncien de nuevo sobre una temática que ya fue abordada de tiempo atrás con suficiencia.

No puede en consecuencia el Tribunal revivir el estudio de situaciones que ya fueron objeto de análisis, con mayor razón cuando el señor ALFONSO QUINTANA en las tres acciones de tutela aludidas igualmente exige se le brinde seguridad y protección para sus desplazamientos de Irra a Quinchía -a lo que incluso ha acudido como medida previa-, todo lo cual ha sido negado al no existir prueba alguna de la puesta en peligro de su vida, y el mero hecho de que en esa localidad la policía realice visitas a su vivienda no es indicativo per se de que tal riesgo en realidad tenga ocurrencia.

Así las cosas, no es posible una determinación diferente a la de acompañar la providencia adoptada por el funcionario a quo.
6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,


MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Corte Constitucional, T-418 de 2003.


� Cuando sean niños, niñas y adolescentes víctimas -Ley 1098/06-; cuando se trate de mujeres adultas víctimas de alguna forma de violencia en contra de su género –Ley 1257/08-, cuando se trate de representación de las víctimas en los procesos de Justicia y Paz –Ley 975/05- y cuando se trate de la representación de víctimas referidas en la Ley 1448/11. 


� Rads. 2015-0085; 2015-0087; 2015-00179; 
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